PROYECTO DE LEY 234 DE 2012 CÁMARA. 
por medio de la cual se grava la actividad petrolera con el impuesto de industria y comercio y se dictan otras disposiciones. 

Artículo 1º. Adiciónese al artículo 32 de la Ley 14 de 1983 y al artículo 195 del Decreto-ley 1333 de 1986, la siguiente actividad:

La actividad petrolera.

Artículo 2º. Adiciónese el artículo 33 de la Ley 14 de 1983 y el artículo 196 del Decreto 1333 de 1986:

Del seis al veinte por mil (6-20 x 1.000) mensual para actividades petroleras.

Parágrafo: La base gravable de la actividad petrolera corresponde al valor de la producción petrolera o el valor de la extracción petrolera en boca o al borde de mina o pozo, medida por barril.

Sobre la base gravable definida en este parágrafo se aplicará la tarifa que determinen los Concejos Municipales dentro de los límites establecidos para la actividad petrolera.

Los precios de liquidación del Impuesto de Industria y Comercio de la actividad petrolera, serán los mismos que se utilizan en la liquidación de regalías.

Artículo 3º. Adiciónese el artículo 34A a la Ley 14 de 1983 y el artículo 197A al Decreto-ley 1333 de 1986, los cual dirán así:

Artículo: Para los fines de esta ley, se consideran actividades petroleras: Las actividades relacionadas con la industria del petróleo en sus ramos de exploración, explotación, mezcla, refinación de petróleo y todas las actividades complementarias y conexas.

La denominación de petróleo corresponde a la establecida en el Decreto 1056 de 1953 y a las normas que lo adicionen o modifiquen.

Parágrafo. El impuesto de industria y comercio sobre la actividad petrolera, se pagará en el Municipio donde se encuentren ubicadas las facilidades de producción y/o los campos de producción.

Artículo 4º. Para la aplicación de lo dispuesto en la presente ley los Concejos Municipales expedirán los acuerdos respectivos.

Artículo 5º. Deróguese el inciso primero del artículo 16 del Decreto 1056 de 1953, el inciso c) del artículo 39 de la Ley 14 de 1983, el artículo 27 de la Ley 141 de 1994 y demás normas que sean contrarias.

Artículo 6º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL

Desde la expedición del Decreto 1056 de 1953 por medio del cual se expide el Código de Petróleos, la actividad petrolera ha estado protegida de la imposición de toda clase de impuestos departamentales y municipales, incluido el Impuesto de Industria y Comercio. El artículo 16 Ibídem en su momento estableció: ¿La exploración y explotación del petróleo, el petróleo que se obtenga, sus derivados y su transporte, las maquinarias y demás elementos que se necesitaren para su beneficio y para la construcción y conservación de refinerías y oleoductos, quedan exentos de toda clase de impuestos departamentales y municipales, directos o indirectos, lo mismo que del impuesto fluvial¿ (subrayado fuera del texto).

Con la entrada en vigencia de la Ley 14 de 1983 por la cual se fortalecen los fiscos de las entidades territoriales y se dictan otras disposiciones, se consagró en el artículo 27 de la Ley 141 de 1994
[1][1] la prohibición por parte de las Entidades Territoriales de establecer gravámenes a la explotación de los recursos naturales no renovables. Asimismo, mediante el artículo 39, literal C), ibídem, se estableció la prohibición expresa en relación con el Impuesto de Industria y Comercio, pues no se permitió gravar con dicho impuesto, la explotación de canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, cuando las regalías o participaciones para el municipio sean iguales o superiores a lo que corresponderá pagar por concepto del impuesto de Industria y Comercio
[2][2]. Este último artículo que adoptaba una disposición legal existente desde hacia más de 100 años
[3][3], en una época en la que los yacimiento de petróleo eran entonces tratados como minas; generó para que los Gobiernos Locales adoptarán una interpretación que partía de una regla general y era la de considerar la actividad petrolera como una actividad susceptible de ser gravada con el Impuesto de Industria y Comercio, y sólo probando que el municipio percibía más regalías que lo que haría por el ICA, la actividad no estaría sujeta a tal tributo
[4][4].

Posteriormente, y mediante el artículo 229
[5][5] de la Ley 685 de 2001 por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones, tal controversia quedó prácticamente solucionada al consagrarse de manera inequívoca que la obligación de pagar regalías sobre la explotación de recursos naturales no renovables, dentro de las que se incluye el petróleo, era incompatible con el establecimiento de impuestos nacionales, departamentales y municipales sobre esa misma actividad.

Sin embargo, el pronunciamiento de la honorable Corte Constitucional hecho a través de la Sentencia C-1071 de 2003
[6][6], cambió radicalmente esta prohibición, pues al declarar inexequible la incompatibilidad señalada en el artículo 229 de la Ley 685 de 2001, permitió que la posibilidad de establecer impuestos y regalías sobre la explotación petrolera y minera fuera compatible, siempre que así lo determinara a su buen juicio el legislador. Sobre el particular, vale la pena traer a colación algunos de los apartes de esta sentencia:

¿¿ Desde que tuvo oportunidad de comparar la naturaleza jurídica de los impuestos y de las regalías, la Corte sostuvo que se trataba de cargas económicas distintas. En la Sentencia C-227 de 1997 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), la Corte afirmó que a pesar de ser obligaciones que tienen los particulares con el Estado, impuestos y regalías tienen fundamentos constitucionales, y finalidades distintas. Mientras los impuestos son consecuencia del poder de imperio del Estado, que a través de la ley les impone a los particulares el deber - unilateral - de contribuir a la financiación de sus gastos e inversiones, consagrado en el numeral 9 del artículo 95, la obligación de pagar regalías tiene su fundamento en los artículos 332 y 360 de la Constitución. En esa medida, el pago de regalías constituye una contraprestación por la explotación de recursos naturales no renovables que son de propiedad del Estado (¿) la Corte también sostuvo que la obligación de pagar regalías igualmente era consecuencia del desgaste ambiental producido por el agotamiento de los recursos no renovables.

(¿)

Los impuestos y las regalías son perfectamente compatibles desde el punto de vista constitucional, pues no existe una disposición constitucional expresa que los prohíba. Por el contrario en un Estado democrático de derecho, es al legislador a quien corresponde determinar qué hechos o actividades sujeta al pago de impuestos, conforme a la potestad impositiva general, consagrada en el numeral 12 del artículo 150 de la Carta, Por lo tanto, corresponde al legislador determinar si grava o no la explotación minera al tiempo con las regalías que son de cobro obligatorio en todos los casos, independientemente de la titularidad de los recursos explotados.

(¿)

a juicio de esta Corporación, el legislador desconoció las diferencias jurisprudencialmente reconocidas entre dichas figuras, y como consecuencia de ello, los consideró incompatibles, cuando es la propia Constitución la que permite no sólo su establecimiento, sino también, al mismo tiempo, su cobro.

(¿)

No es evidente la razón por la cual el Congreso pretendió limitar su potestad impositiva, ni tampoco es plausible la razón por la cual intentó restringir expresamente la potestad tributaria de las entidades territoriales, si de todos modos debe autorizarlas expresamente para ejercerla. Por el contrario, encuentra la Corte, que en un Estado democrático de derecho, es obligación del legislador determinar qué hechos o actividades sujeta al pago de impuestos, conforme a la potestad impositiva general, consagrada en el numeral 12 del artículo 150 de la Constitución y, por lo mismo, no puede, cuando el Texto Superior no lo hace, mediante ley ordinaria prohibir el ejercicio de una función constitucionalmente asignada. Ello, sin discusión, implicaría el desconocimiento del artículo 6° Superior, según el cual, los servidores públicos deben obrar de conformidad con sus funciones y, adicionalmente, conllevaría una reforma al contenido de la Carta Fundamental que, explícitamente, no impide el ejercicio de la potestad impositiva general, para gravar determinados bienes o actividades económicas...¿.

FINALIDAD DEL PROYECTO

Ante la posibilidad legal que existe de que las autoridades municipales puedan gravar con el impuesto de Industria y Comercio a las compañías petroleras que se encuentren operando en su jurisdicción, independientemente de si ellas a su vez, se encuentren pagando regalías a dicho municipio, el presente proyecto de ley, pretende adicionar al artículo 32 de la Ley 14 de 1983, la expresión ¿actividad petrolera¿, para con ello ampliar el hecho generador contenido en la norma, indicando los elementos del tributo y derogando las normas contrarias a la aplicación del presente proyecto de ley.

El Gobierno Nacional, como se muestra en el cuadro siguiente, tomado del seminario de Proexport, realizado en septiembre de 2011, aspira suscribir 205 contratos de explotación y exploración petrolera en el año 2014 y aumentar la producción promedio diaria de crudo a diciembre 31 de 2014 de 830 kbpd a 1115 kbpd.

CONSULTAR CUADRO EN ORIGINAL IMPRESO O EN FORMATO PDF

Ante esta gran expectativa, el Impuesto de Industria y Comercio, constituye una de las principales fuentes de ingresos de las administraciones locales y la bonanza petrolera por la que atraviesa nuestro país, y que hace parte de una de las principales locomotoras de desarrollo del Gobierno Nacional, permiten la posibilidad de generar mayores ingresos fiscales a los Entes Territoriales, y este es el momento adecuado para apoyar a estas Regiones que hoy cuentan con menos recursos para llevar a cabo obras importantes; aquí el Municipio debe ser un aliado incondicional del Gobierno en el control, en la inspección y vigilancia de la actividad petrolera.
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CÁMARA DE REPRESENTANTES

Secretaría General

El 16 de mayo del año 2012, ha sido presentado en este despacho el Proyecto de ley número 234 de 2012 Cámara, con su correspondiente exposición de motivos, por el honorable Representante Jaime Rodríguez Contreras y otros honorables Representantes.

El Secretario General,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.





�[1][1]	Ley 141 de 1994, artículo 27. ¿Prohibición a las Entidades Territoriales. Salvo las previsiones contenidas en las normas legales vigentes, las entidades territoriales no podrán establecer ningún tipo de gravamen a la explotación de los recursos naturales no renovables¿.





�[2][2]	Ley 14 de 1983, artículo 39, Literal C):


	¿No obstante lo dispuesto en el artículo anterior continuarán vigentes:


	(¿) Las prohibiciones que consagra la Ley 26 de 1904; además, subsisten para los Departamentos y Municipales las siguientes prohibiciones:


	(¿)La de gravar con el impuesto de Industria y Comercio la explotación de canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, cuando las regalías o participaciones para el municipio sean iguales o superiores a lo que corresponderá pagar por concepto del impuesto de Industria y Comercio¿¿.


�[3][3]	Ley 26 de 1904.





�[4][4]	Tomado del libro ¿Participación Estatal en Proyectos Mineros y Petróleos¿, doctora Luz María Jaramillo Mejía¿ Socia Directora de Impuestos ¿ Ernst & Young.





�[5][5]	Ley 685 de 2001.


	¿Artículo 229. Inexequible. Incompatibilidad. La obligación de pagar regalías sobre la explotación de recursos naturales no renovables, es incompatible con el establecimiento de impuestos nacionales, departamentales y municipales sobre esa misma actividad, sean cuales fueren su denominación, modalidades y características.


	Lo anterior sin perjuicio de los impuestos que el Congreso fije para otras actividades económicas¿.


�[6][6]	Corte Constitucional ¿ Sentencia C-1071 del 13 de noviembre de 2003, Magistrado Ponente doctor Rodrigo Escobar Gil.





